TEMA 34.- CONTROL DE LA EDIFICACIÓN Y DEL USO DEL SUELO: LAS LICENCIAS URBANÍSTICAS.

El control de la edificación y del uso del suelo es una cuestión de trascendental importancia dada la indisciplina generalizada que tradicionalmente ha existido en la materia. 
Como señala Parejo Alfonso, este control se lleva a cabo mediante:

· mecanismos de carácter preventivo como las licencias, como estudiamos en el presente epígrafe. 
· las medidas dirigidas a la reintegración del orden conculcado
· y las de sanción de las conductas infractoras y, en su caso, la exigencia de responsabilidad por daños y perjuicios, como estudiamos en los ss epígrafes.
Hay que recordar, como se explicará en el epígrafe siguiente del tema, que la competencia en materia de disciplina urbanística es autonómica (STC 20-3-1997), si bien la legislación estatal contenida en el TRLS de 20 de junio de 2008 establece una serie de reglas básicas para asegurar la igualdad de derechos y obligaciones relativas al suelo en todo el territorio del Estado, reglas que iremos analizando en la exposición del epígrafe.
LAS LICENCIAS
El art 8.1.b) TRLS de 20 de junio de 2008 (actualmente es el art.9.7 tras la modificación llevada a cabo por la DF 12ª de la ley de rehabilitación que establece: Todo acto de edificación requerirá del acto de conformidad, aprobación o autorización administrativa que sea preceptivo, según la legislación de ordenación territorial y urbanística, debiendo ser motivada su denegación. En ningún caso podrán entenderse adquiridas por silencio administrativo facultades o derechos que contravengan la ordenación territorial o urbanística).establece que todo acto de edificación requerirá del acto de conformidad, aprobación o autorización administrativa que sea preceptivo, según la legislación de ordenación territorial y urbanística. Su denegación deberá ser motivada. En ningún caso podrán entenderse adquiridas por silencio administrativo facultades o derechos que contravengan la ordenación territorial o urbanística.
Tras el RDLey de 1 de julio de 2011, cfr a su art. 23, determinados actos de edificación y uso del suelo, entre los que se incluye  parcelaciones y obras nuevas, requerirán del acto expreso de conformidad, aprobación o autorización administrativa que sea preceptivo según la legislación de ordenación territorial y urbanística. Transcurrido el plazo máximo sin haberse notificado la resolución expresa hay que entender la solicitud desestimada por silencio administrativo. (este artículo 23 ha sido derogado por la ley de rehabilitación y sustituido su contenido por lo establecido en el 9.8 ley del suelo).
Definición.- Las licencias son actos administrativos de naturaleza reglada que tienen por objeto autorizar una actividad con la finalidad de comprobar que aquélla se realiza conforme a la Ley.

Caracteres:

1.- Son objetivas, es decir, se conceden por cumplir o no el solar o terreno unas determinadas condiciones, no por circunstancias subjetivas del solicitante.

2.- Tienen carácter real, se transmiten con la finca cualquiera que sea su dueño previa comunicación escrita a la AP concedente en algunos casos.

3.- Son regladas; si la actividad para la que se solicitan es conforme a la ley la AP tiene obligación de concederlas, y de denegarlas en caso contrario.

4.- Son neutrales, se otorgan a salvo el derecho de propiedad, sin perjuicio de tercero.

5.- Han de ser motivadas, en caso de denegación.

6.- Tienen naturaleza declarativa, no crean ni constituyen derechos.

Ámbito
Subjetivo.- Las normas autonómicas no establecen excepciones en cuanto al deber de obtener la licencia, tanto para personas físicas como para jurídicas, particulares y AAPP. En cuanto a la competencia para otorgarla, habrá que estar a la ley de la CA y a la LBRL a la que suelen remitirse (por ejemplo, 180.2 LS catalana), con carácter general suele corresponder al alcalde salvo que las leyes sectoriales lo atribuyan expresamente al Pleno o a la Junta de Gobierno Local en el caso de municipios de gran población, arts. 21 y 127 LBRL.

Objetivo.- En la normativa autonómica se suelen sujetar la práctica totalidad de las posibilidades de edificación y de uso del suelo, no solo parcelaciones y obras nuevas, que son las licencias que con mayor frecuencia llegan al RP, también la demolición de las construcciones, la primera utilización y ocupación, y el cambio de uso, de los edificios y de las instalaciones, los movimientos de tierra, la autorización de obras y usos de manera provisional, la extracción de áridos y la explotación de canteras…entre otros muchos que se suelen enumerar pormenorizadamente. (…etc)
Procedimiento.- A grandes rasgos suele iniciarse mediante solicitud del interesado ante el registro general de la corporación local, acompañada de proyecto de técnico competente, se remiten duplicados a los órganos que correspondan con facultad de informe, se resuelve en distintos plazos según el tipo de licencia de que se trate, y se notifica al interesado.

Desde un punto de vista registral, en cuanto al modo de acreditar la licencia, del art. 48 RD 4 de julio de 1997 IRPANU, resulta que 
· En caso de concesión expresa, en las escrituras de DON habrá de testimoniarse literalmente la licencia concedida. 

· En caso de que la concesión de la licencia tenga lugar por acto presunto:
· Tradicionalmente bastaba acreditar la solicitud de licencia y la falta de contestación en el plazo señalado por la ley, por cualquier medio admitido en derecho, por entenderse superado el art. 48.2 RD de 4 de julio de 1997 por la la Ley 30/92 tras su reforma por Ley 4/99. 

· Tras la STS de 28 de enero de 2009, la DG cambia su criterio:

· Cfr. 8.b) TRLS por silencio administrativo no se pueden entender adquiridos derechos o facultades contrarios a la ordenación territorial o urbanística (hoy el 9.7)
· Si se presenta la escritura y el otorgamiento de la licencia por silencio es el notario antes de autorizar quienes debe recabar información de la administración sobre la situación urbanística de la F (finca), ex art. 19.4 TRLS
· Tras la reforma de 2011, cfr. art. 23 RDL de 1 de julio de 2011, hace falta licencia expresa y el silencio es negativo, como ya se expuso.(hoy 9.8 TRLS)
Extinción.- por caducidad, no realizar la actuación autorizada en plazo, renuncia, revocación o anulación.

LA PROTECCIÓN DE LA LEGALIDAD URBANÍSTICA: DIFERENTES MEDIDAS PREVISTAS POR LA LEY

Las leyes autonómicas establecen cuadros completos de medidas para depurar actuaciones irregulares. Se pueden resumir a grandes rasgos sin perjuicio de las especialidades en cada CA, de la siguiente manera:
PROTECCIÓN Y RESTABLECIMIENTO DE LA LEGALIDAD 
Obras sin o contra licencia.

Cuando están en curso, el Ayuntamiento (órgano correspondiente) puede disponer la suspensión inmediata del acto, y comunicarlo al órgano competente en materia de ordenación urbanística y al interesado. Si son conformes al planeamiento, se requerirá al interesado para que obtenga la licencia. Si no lo son, o no se solicita la licencia en el caso anterior, el Ayuntamiento puede ordenar la demolición de las obras a costa del interesado y la extinción definitiva de los usos a que diese lugar.

Si la obra está terminada, el Ayuntamiento procederá en igual forma, salvo que haya prescrito la acción urbanística correspondiente.

Obras realizadas al amparo de licencias ilegales
Si están en curso puede ordenarse la suspensión de efectos de la licencia y la paralización de las obras, hasta la resolución correspondiente por los tribunales de lo contencioso-administrativo. 

Si están terminadas, habrá que estar a lo dispuesto en la Ley 30/92 sobre procedimientos de revisión de oficio de actos administrativos. 
Obras y licencias en zonas verdes y espacios libres

Se aplica lo expuesto, pero la revisión administrativa no está sujeta a plazo, los actos contrarios al régimen de este suelo son nulos de pleno derecho.

Para terminar señalar que cabe APRP incoación expedientes de disciplina urbanística en la forma y a los efectos que se estudian en los temas de hipotecario, Cap VI RD IRPANU de 4 de julio.
POTESTAD SANCIONADORA

Todas las leyes urbanísticas regulan infracciones y sanciones en materia de suelo, infracciones administrativas. Suelen clasificarse en leves, graves y muy graves, pueden ser infractores por acción u omisión no solo autores materiales de la infracción, sino también personas que por su conducta puedan agravarla o facilitarla: promotores, técnicos que informen favorablemente, miembros de la Corporación que votaran a favor… Las sanciones puedes ser multas, privaciones de derechos,… Se persigue la confiscación total del beneficio ilegal obtenido por la infracción.
Como novedad introducida en la ley 8/2013 de rehabilitación, regeneración y renovación urbana de 26 de junio, y como ejemplo de infracción urbanística, se establece el no cumplimentar el Informe de Evaluación de Edificios al que se refiere el título I de dicha ley, que complementa lo establecido en RDL 8/2011 de 1 de julio superando algunas dificultades planteadas por esa regulación que parecía identificarlo plenamente con la Inspección Técnica de Edificios. 

A mayor abundamiento [aunque no creo que sea esencial que lo digáis en el tema], se en relación a este informe, decir que los propietarios de inmuebles ubicados en edificaciones con tipología residencial de vivienda colectiva podrán ser requeridos por la Administración competente para que acrediten la situación en la que se encuentran aquéllas en relación a la conservación, accesibilidad universal y eficiencia energética. Tendrá una periodicidad mínima de 10 años, aunque las CCAA o Ayuntamientos pueden establecer una mayor. Se crea un Registro integrado único en el que se harán constar los informes en virtud de la copia remitida por los propietarios al organismo competente de la Comunidad autónoma.
Recordad, eso sí, que no es un requisito para la inscripción de actos jurídico reales en el Registro de la Propiedad, y por tanto su falta no es defecto que impida o suspenda la inscripción. 

También la DA3ª de esta ley establece las infracciones administrativas relacionadas con el certificado de eficiencia energética, clasificándolas en leves graves y muy graves. Entre las graves, vender o alquilar un inmueble sin que el vendedor o arrendador entregue el certificado de eficiencia energética válido, en vigor, registrado al comprador o arrendatario. En la DA 4ª se establecen las sanciones correspondientes.
ACCIÓN PÚBLICA
Regulada en el art. 48 TRLS tiene por objeto exigir ante los órganos administrativos y los Tribunales C-A la observancia de la legislación y demás instrumentos de ordenación territorial y urbanística. Esta acción popular tiene como límites:

· Sólo puede ejercitarse a los efectos de restablecer la legalidad urbanística, el que la interponga no puede solicitar en la misma el reconocimiento a su favor de situaciones jurídicas individualizadas.

· Se limita al ámbito urbanístico

CONTROL JURISDICCIONAL
Ante los Tribunales penales en caso de delito urbanístico procediéndose conforme al art. 42 TRLS, también ante los civiles conforme al 49, para exigir la demolición de las obras e instalaciones que vulneren lo dispuesto respecto a la distancia entre construcciones, pozos, cisternas, o fosas o las disposiciones relativas a usos incómodos, insalubres o peligrosos que estuvieren directamente encaminadas a tutelar el uso de las demás fincas.

Y también el recurso contencioso-administrativo de actos administrativos que agoten la vía administrativa, y los actos de aprobación definitiva de los instrumentos de ordenación territorial y de los de ordenación y ejecución urbanísticas en los términos prevenidos en la ley.

CONTROL REALIZADO POR NOTARIOS Y REGISTRADORES

La ley impone a los notarios y registradores la obligación de velar por el cumplimiento de la legalidad urbanística, en el ámbito de sus funciones, en diferentes casos. Principalmente, en las parcelaciones de terrenos y en las declaraciones de obra nueva (ON) 
1.-Parcelaciones.- Así, ex art 17 TR de 2008, y art 78 del RD de 4 de julio de 1997, los notarios y registradores exigirán la acreditación documental de la conformidad, aprobación o autorización administrativa a que esté sujeta, en su caso, la división y segregación, conforme a la legislación que sea aplicable. Además, tratándose de suelo rústico, habrá de velar el registrador por el respeto de la u.m.c, en los términos establecidos en el art 80 del RD de 4 de julio de 1997. Estas cuestiones se estudian en el tema anterior del programa.
2.-DON: Señala el art. 20 TRLS 20 de junio de 2008, en la redacción dada por el RDL de 1 de julio de 2011, en sus párrafos primero y segundo, que:
1. Para autorizar escrituras de declaración de obra nueva en construcción, los notarios exigirán, para su testimonio, la aportación

1.  del acto de conformidad, aprobación o autorización administrativa que requiera la obra según la legislación de ordenación territorial y urbanística, 
2. así como certificación expedida por técnico competente y acreditativa del ajuste de la descripción de la obra al proyecto que haya sido objeto de dicho acto administrativo.
Tratándose de escrituras de declaración de obra nueva terminada, exigirán, además de la certificación expedida por técnico competente acreditativa de la finalización de ésta conforme a la descripción del proyecto, los documentos que acrediten los siguientes extremos:
a) el cumplimiento de todos los requisitos impuestos por la legislación reguladora de la edificación para la entrega de ésta a sus usuarios y
b) el otorgamiento de las autorizaciones administrativas necesarias para garantizar que la edificación reúne 

· las condiciones necesarias para su destino al uso previsto en la ordenación urbanística aplicable y 
· los requisitos de eficiencia energética tal y como se demandan por la normativa vigente.
En relación a las obras nuevas terminadas se introduce por la ley 8/2013 una excepción a la necesidad de acreditar el otorgamiento de las autorizaciones administrativas necesarias para garantizar que la edificación reúne las condiciones necesarias para su destino al uso previsto en la ordenación urbanística aplicable (normalmente la licencia de primera ocupación) y los requisitos de eficiencia energética, en aquellos casos que la legislación urbanística sujete tales actuaciones a un régimen de comunicación previa o declaración responsable , en cuyo caso aquellas autorizaciones se sustituirán por los documentos que acrediten que la comunicación ha sido realizada y que ha transcurrido el plazo establecido para que pueda iniciarse la correspondiente actividad, sin que en el Registro de la Propiedad resulte la existencia de resolución obstativa alguna.  [recordad esto también para los temas de hipotecario relativos a la obra nueva]
2. Para practicar las correspondientes inscripciones de las escrituras de declaración de obra nueva, los registradores exigirán el cumplimiento de los requisitos establecidos en el apartado anterior.
Estas orientaciones se desarrollan en los arts 45 y ss RD 4 de julio de 1997, que se estudian en el tema 21 del programa de Derecho Hipotecario

Analizamos cada uno de los requisitos para inscribir la obra nueva terminada:

1º Circunstancias del título inscribible.- Cf art.45 RD 4 de julio, en los títulos y en la I deberá constar, al menos,
· el número de plantas, 

· la superficie de parcela ocupada, 

· el total de los metros cuadrados edificados, y, 

· si en el proyecto aprobado se especifica, el número de viviendas, apartamentos, estudios, despachos, oficinas o cualquier otro elemento que sea susceptible de aprovechamiento independiente.

En relación con el 53. a) RD (para cd se inscriba la división horizontal, en su caso) No podrán constituirse como elementos susceptibles de aprovechamiento independiente más de los que se hayan hecho constar en la declaración de obra nueva, a menos que se acredite, mediante nueva licencia concedida de acuerdo con las previsiones del planeamiento urbanístico vigente, que se permite mayor número. No será de aplicación lo dispuesto en este número a las superficies destinadas a locales comerciales o a garajes, salvo que del texto de la licencia resulte que el número de locales comerciales o de plazas de garaje constituye condición esencial de su concesión. 
La doctrina de la DGRN sobre este precepto en resoluciones como la de 15-10-2002 estableció la no necesidad de acreditar la obtención de nueva licencia para inscribir la modificación del número de elementos susceptibles de aprovechamiento privativo, por entender que el precepto carecía de fundamento legal (dado su carácter reglamentario) y que carecía de rango para establecer limitaciones al régimen general del derecho de propiedad, y en tanto que las competencias de urbanismo corresponden a las CCAA, son las legislaciones autonómicas las que han de establecer la necesidad de licencia para la división de elementos privativos de una propiedad horizontal. Esta doctrina ha sido sin embargo rechazada por autores como Jesús Camy, por entender que la DGRN no está facultada para declarar nula por falta de rango una norma reglamentaria, así como que si bien las competencias de urbanismo corresponden a las CCAA según la STC 20-3-1997, corresponde al Estado establecer las condiciones que aseguren el ejercicio igualitario del derecho en todo el territorio nacional y lo relativo a la inscripción de este derecho en los registros públicos. Entiende así mismo este autor, que la exigencia de esta licencia responde a la obligación del registrador de controlar el cumplimiento de la legalidad urbanística entre la que se encuentran los planes de ordenación, entre cuyo contenido obligatorio se encuentra el número de viviendas por hectárea. Este criterio parece reforzarse dado el carácter estatutario del contenido de la propiedad del suelo establecido por el TR Ley del Suelo 2008 y aún más con la modificación del art. 20 de dicho TR por el RD 8/2011, en el sentido de exigir para inscribir las declaraciones de obra nueva terminada la obtención de la autorización administrativa que acredite que la edificación reúne las condiciones necesarias  para su destino al uso previsto en la legislación urbanística aplicable, lo que parece ser un reconocimiento expreso de la función de controlador de los requisitos urbanísticos por el Registrador.
2.-Licencias y certificación del técnico
Art. 46 RD 4 de julio de 1997. Para I DON se necesita

1. acreditar la obtención de la licencia, salvo que legalmente no fuere exigible.

2. certificación del técnico.
La manera de acreditar la licencia ya la hemos explicado. En cuanto a la justificación del técnico competente Cf al art. 49, puede tener lugar

1.- Por comparecencia del técnico en el otorgamiento de la escritura o del acta.

2.- Por incorporación de la certificación del técnico a la escritura o al acta, con firma legitimada notarialmente, certificación que debe contener la descripción de la obra nueva, coincidente con la del propio título en cuanto a los extremos que deben acreditarse.

3.- Por la presentación de la certificación del técnico, como documento complementario del título inscribible con:

· Firma legitimada

· Descripción de la obra 

· Notario autorizante, fecha del documento y número del protocolo.

Artículo 50. Técnico competente puede ser el que por sí solo o en unión de otros

1. Hubiere firmado el proyecto para el que se concedió la licencia.

2. Tuviere encomendada la dirección de la obra.

3. Cualquier otro técnico, que mediante certificación (visado) de su colegio profesional respectivo, acredite que tiene facultades suficientes.

4. El técnico municipal del Ayuntamiento competente que tenga encomendada dicha función.

Recordar en este sentido el RD 5/8/2010 de visado colegial obligatorio.

3.- Requisitos impuestos por la normativa reguladora de la edificación.- Impone los ss requisitos para la inscripción de la obra nueva:

El art. 20 señala que “Los notarios y registradores no autorizarán ni inscribirán ep de DON de edificaciones a la que sea de aplicación esta ley sin que se acredite o testimonie la constitución de la garantías previstas en el art. 19”. 

La DG, en la resolución circular de 3 de diciembre de 2003 precisó el alcance de la exigencia del seguro a:

· ON Terminada
· Con destino VIVIENDA si edificios mixtos se exige respecto todas las viviendas 

· NUEVA CONSTRUCCIÓN

· O REHABILITACIÓN cd se altere su configuración arquitectónica (a efectos del RP, descripción registral y número de departamentos) 

· para cuyo proyecto se obtuvo lª después de eev LOE

· Y con las excepciones de su DA2ª, modificada por la ley de acompañamientos de 2002:

· El seguro no es exigible al autopromotor de una única vivienda unifamiliar para uso propio, si bien si enajena la vivienda antes de que transcurran 10 años tiene que prestar la garantía por el tiempo que falte salvo que sea expresamente exonerado por el comprador. 

· rehabilitación de viviendas cd la licencia de primera construcción se solicitó antes del 6 de mayo de2000 (eev de LOE)

En cuanto a la excepción del autopromotor, sg DG:

· El concepto se extiende a

· PJªs, aunque no destinen la vivienda a dom social, R. de 9 de julio de 2003 (recurrida)

· Supuestos de construcción en comunidad valenciana o de autopromotor de dos viviendas unifamiliares para uso de ambas, pero las resoluciones que admitían estos supuestos han sido anuladas por los tribunales de instancia porque no se dan todos los requisitos que cumulativamente exige la ley para aplicar la excepción. 
La doctrina más reciente de la DGRN hace una interpretación cada vez más restrictiva a la hora de aplicar la excepción a la exigencia del seguro decenal, así la RDGRN 26-7-2010 considera no aplicable el concepto de comunidad valenciana a un edificio dividido en propiedad horizontal; o la RDGRN 25-3-2011 considera no aplicable la excepción al supuesto de dos viviendas unifamiliares; la de 23-7-2010 considera que para que estemos ante un verdadero caso de comunidad valenciana debe tratarse de dos edificaciones arquitectónicamente independientes y que desde un primer momento cada uno de los comuneros construya lo suyo.
· Cd proceda la excepción, R. 25 de octubre de 2004,

· al tiempo de I ON, basta con que se manifieste esta circunstancia en el título, haciéndose constar junto con la falta de prestación de la garantía, en la I, 

· pero al tiempo de I la enajenación antes del transcurso de 10 años, hay que acreditar:

· Ptación del seguro por los años restantes, salvo exoneración  del C

· El uso propio, mediante lª1ªocupación, acta notarial, o cualquier medio admdo en derecho

La IDGRN de 11 de septiembre de 2000 precisó los medios de acreditar la prestación del seguro
.


La DG ha venido entendiendo que esta exigencia no es aplicable al autopromotor individual de vivienda unifamiliar para uso propio, porque el obligado y el beneficiario son la misma persona, a no ser que la normativa urbanística autonómica lo exija tb para este supuesto como ocurre en Andalucía.

4.- Requisitos impuestos por la normativa autonómica, y de eficiencia energética, así, la licencia de primera ocupación o uso cuando lo exija la normativa autonómica.
5.- Para terminar, hay que hacer referencia al régimen de las ON realizadas sin licencia cd ésta fuera necesaria, conocidas como “ANTIGUAS”, los requisitos son los del Art. 20.4 TRLS en su redacción de 2011, hoy derogada, que recoge y amplía lo contenido en los art. 52 y 54 del RD del 97
“4. No obstante, caso de construcciones, edificaciones e instalaciones respecto de las cuales ya no proceda adoptar medidas de restablecimiento de la legalidad urbanística que impliquen su demolición, por haber transcurrido los plazos de prescripción correspondientes, la constancia registral de la ONT se regirá por el siguiente procedimiento:
· Se IRP las escrituras de DON que se acompañen 

· de certificación expedida por el Ayuntamiento 

· o por técnico competente

·  acta notarial descriptiva de la finca 

· o certificación catastral descriptiva y gráfica de la finca, 

en las que conste la terminación de la obra en fecha determinada y su descripción coincidente con el título.

· A tales efectos, el Registrador comprobará 

· la inexistencia de AP de incoación de expediente de disciplina urbanística sobre la finca objeto de la construcción, edificación e instalación de que se trate y 

· que el suelo no tiene carácter demanial o está afectado por servidumbres de uso público general.

· El asiento de I dejará constancia de la situación de fuera de ordenación en la que queda todo o parte de la construcción, edificación e instalación, de conformidad con el ordenamiento urbanístico aplicable. A tales efectos, será preciso aportar el acto administrativo mediante el cual se declare la situación de fuera de ordenación, con la delimitación de su contenido.”

Algunos autores entienden que, a pesar del tenor del art. 20.4, la falta de aportación del certificado de fuera de ordenación no cierra el registro, sin perjuicio de que se notifique la I después de practicada al Ayto para que adopte las medidas que correspondan, 20.4 LS y 54 RHU, si no no tendría sentido tal notificación. Esta es la postura que sigue la Dirección General de los Registro, RR. de 17 de enero, 15 de marzo y 8 de mayo de 2012. 

Otros entienden que si no se aporta no se inscribe la ON, porque 

· la exige como ccia del asiento el 20.4 LS, 

· la finalidad de la reforma es que RP publique situación de la F:

· si es fuera de ordenación que conste expresamente para que el tercero pueda conocer todas las limitaciones a que está sujeta:

· 22 y 35 LS

· Sólo caben actos para evitar su ruina, 

· Con licencias especiales

· Y consecuencias especiales para su EFz, RD valoraciones 24 octubre 2011. 

· o si sencillamente está dentro de ordenación pero se hizo sin licencia y ha prescrito. 

Y tales extremos sólo pueden acreditarse por certificación del Ayuntamiento. Además, el 51.2 LS modificado por el RD de 2011 exige que la I se comunique a la CA con testimonio de las autorizaciones. 
La anterior discusión carece ya de sentido dada la nueva redacción de este artículo por la ley 8/2013 DF12ª, que es la que sigue: 
“4. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, en el caso de construcciones, edificaciones e instalaciones respecto de las cuales ya no proceda adoptar medidas de restablecimiento de la legalidad urbanística que impliquen su demolición, por haber transcurrido los plazos de prescripción correspondientes, la constancia registral de la terminación de la obra se regirá por el siguiente procedimiento:

a) Se inscribirán en el Registro de la Propiedad las escrituras de declaración de obra nueva que se acompañen de certificación expedida por el Ayuntamiento o por técnico competente, acta notarial descriptiva de la finca o certificación catastral descriptiva y gráfica de la finca, en las que conste la terminación de la obra en fecha determinada y su descripción coincidente con el título. A tales efectos, el Registrador comprobará la inexistencia de anotación preventiva por incoación de expediente de disciplina urbanística sobre la finca objeto de la construcción, edificación e instalación de que se trate y que el suelo no tiene carácter demanial o está afectado por servidumbres de uso público general.

b) Los Registradores de la Propiedad darán cuenta al Ayuntamiento respectivo de las inscripciones realizadas en los supuestos comprendidos en los números anteriores, y harán constar en la inscripción, en la nota de despacho, y en la publicidad formal que expidan, la práctica de dicha notificación.

c) Cuando la obra nueva hubiere sido inscrita sin certificación expedida por el correspondiente Ayuntamiento, éste, una vez recibida la información a que se refiere la letra anterior, estará obligado a dictar la resolución necesaria para hacer constar en el Registro de la Propiedad, por nota al margen de la inscripción de la declaración de obra nueva, la concreta situación urbanística de la misma, con la delimitación de su contenido e indicación expresa de las limitaciones que imponga al propietario.

La omisión de la resolución por la que se acuerde la práctica de la referida nota marginal dará lugar a la responsabilidad de la Administración competente en el caso de que se produzcan perjuicios económicos al adquirente de buena fe de la finca afectada por el expediente. En tal caso, la citada Administración deberá indemnizar al adquirente de buena fe los daños y perjuicios causados.”

Desaparece el párrafo por el que el asiento de inscripción tenía que dejar constancia de la situación de fuera de ordenación en la que quedaba todo o parte de la edificación, por lo que ya no se requiere aportar el acto administrativo mediante el que se declare la situación de fuera de ordenación..

Las notificaciones que a este respecto se han de hacer a los Ayuntamientos han de constar también en la publicidad formal.

Para compensar la no necesidad de constancia de la circunstancia de fuera de ordenación, se establece que cuando la obra nueva hubiera sido inscrita sin certificación expedida por el Ayuntamiento, éste, una vez recibida la notificación del registrador, está obligado, a dictar la resolución necesaria para hacer constar en el registro , por nota al margen de la obra nueva, la concreta situación urbanística de la misma, con la delimitación de su contenido e indicación expresa de las limitaciones que imponga a su propietario.  
6.- Practicada la I, el Registrador debe hacer algunas comunicaciones:

a) Cfr art. 20.4 in fine LS, 54 RD del 97, 

Los Registradores de la Propiedad darán cuenta al Ayuntamiento respectivo de las inscripciones realizadas en los supuestos de ON antigua, y antes de la reforma casos de licencia presunta, y harán constar en la inscripción y en la nota de despacho la práctica de dicha notificación.
b) Para terminar, recordar que cfr, 51 TRLS, practicada la I DON, tanto antigua como nueva, los Registradores deben comunicarlo a la CA, con los datos resultantes del Registro acompañando 
· certificación de las operaciones realizadas
· y de la autorización administrativa que se incorpore o acompañe al título inscrito.

haciéndolo constar por NM de las I correspondientes. 

REFERENCIA A LA LEGISLACIÓN DE LAS CCAA

Como se ha venido poniendo de relieve a lo largo del tema la competencia en materia urbanística corresponde a la CA. La STC 20 de marzo de 1997 declaró nulas dos terceras partes del TRLS de 1992 por vulnerar el reparto competencial que establecía la CE. Según el 148.1.3º CE las CCAA pueden asumir competencias en materia de urbanismo, ordenación del territorio y vivienda. El Estado tiene según la referida ST competencia en materia de establecimiento de las bases que aseguren la igualdad en el ejercicio del derecho de propiedad en todo el territorio nacional, EF y valoraciones y aspectos registrales según el 149.1.8 CE.

En materia de disciplina urbanística, como señala la DRGR en R 31 de mayo de 2005, corresponde a la CA determinar qué clase de actos de naturaleza urbanística están sometidos al requisito de la obtención de la licencia previa, las limitaciones que éstas pueden imponer y las sanciones administrativas que debe conllevar la realización de tales actos sin la oportuna licencia o sin respetar los límites por éstas impuestos. Sin embargo, corresponde al Estado fijar en qué casos debe acreditarse el otorgamiento de la oportuna licencia para que el acto en cuestión tenga acceso al Registro, siempre que la legislación autonómica aplicable exija la licencia para poder realizar legalmente el mismo. Sin ánimo de exhaustividad, podemos señalar:

PROTECCIÓN DE LA LEGALIDAD Y POTESTAD SANCIONADORA

Todas las normas autonómicas enumeran infracciones y sus correspondientes sanciones. 

En Cataluña, considera promotor de la infracción al propietario del suelo sobre y bajo el que se infringe, y al agente, gestor o impulsor de la infracción. Esta régimen es igual para Madrid y para Castilla la Mancha. 

En Asturias, se amplía al máximo la responsabilidad, son responsables:

· Quienes  promuevan, realicen, dirijan la ejecución de los actos que constituyen infracción,

· Funcionarios que los autoricen o consientan o no ejerciten sus competencias para impedir o corregir infracciones

· Casos de personas jurídicas responsables de infracciones cometidas por sus órganos.

En cuanto a plazos de prescripción de las infracciones, con carácter general,

· 4 años.- Madrid, Cataluña, Galicia o Asturias
· 5 años.- Castilla la Mancha para las infracciones muy graves

· 6 años.- Andalucía, LOUA de 17 de diciembre de 2012.

· 10 años.- Aragón, también para las muy graves (art. 299 lay de 1999)

PARCELACIONES

Hay CCAA que declaran las parcelaciones sin licencia nulas de pleno derecho, como Madrid.
Otras prohíben su I sin licencia sin pronunciarse sobre la validez del título, como Valencia, aunque tipifiquen el supuesto como infracción urbanística.

La mayoría sencillamente establecen que toda parcelación urbanística queda sujeta a licencia o a la aprobación del proyecto de reparcelación que la contenga. Asimismo, las parcelaciones rústicas se sujetan a la exigencia de la declaración previa de la innecesariedad de licencia, quedando exceptuadas de tal declaración las operaciones realizadas en los procedimientos de concentración parcelaria. Así, Aragón.

DECLARACIONES DE OBRA NUEVA

Hay CCAA como Cataluña que en su ley de vivienda exige que la descripción de la obra coincida con los datos de la licencia. Hay CCAA como Valencia (ley de 2005) que establecen expresamente la responsabilidad de notarios y registradores que autoricen o inscriban ON sin licencia. Otras como Canarias o Murcia permiten al registrador practicar de oficio la NM explicativa de la falta de licencia. 
V.P.0: LIMITACIONES CIVILES QUE IMPONE SU LEGISLACIÓN ESPECÍFICA.
Los hitos fundamentales en la regulación de VPOs son los ss:

· Ley de casas baratas de 1911
· TR’1963

· TR’1976
· TR de 30 de octubre de 1978, desarrollado por RD de 10 de noviembre de 1978, que establece un régimen estatal de VPO sin sujeción a plazo.
· La Constitución de 1978, en el art. 47, consagra el derecho de todos los españoles a una vivienda digna y adecuada Asimismo, en el art. 148.1.3 reconoce competencias en la materia a las CCAA

Entonces hoy, dentro de la legislación vigente se puede distinguir la estatal y la autonómica. La distribución de competencias entre ambas administraciones deriva, fundamentalmente, de la STC de 20 de Julio de1988, que basa la competencia estatal en la atribuida al Estado para fijar las bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica. Tras la ST:

1. El Estado ha actuado en la materia, desde entonces, por el sistema de planes plurianuales. Cada uno de estos planes fija el régimen jurídico de las viviendas calificadas con arreglo a ellos. No se busca la permanencia ni en el tipo de vivienda protegida ni en su régimen jurídico.

2. Las Comunidades Autónomas tendieron inicialmente a seguir el mismo sistema, aunque en los últimos tiempos, quizás conscientes de la complejidad que supone, tiende a establecer regímenes generales no sujetos a plazo, que establezcan tipos de vivienda protegida con vocación de permanencia en su régimen jurídico. (así, en Castilla la Mancha o Madrid)
Pese a lo anterior, parece imprescindible, dada la gran cantidad de viviendas que se calificaron con arreglo a esa legislación, hacer una referencia a la última legislación estatal establecida sin sujeción a plazo, RDL 30 de octubre y RD 10 noviembre de 1978.
CONCEPTO

En virtud del art 1 del RD 1978 son VPO:

· aquellas destinadas a domicilio habitual y permanente 
· cuya superficie útil no exceda de 90 m2 
· que hayan sido calificadas como tales.

La calificación tendrá una duración de 30 años. 

CLASES

Las VPO calificadas con arreglo a la legislación de 1978 pueden ser de promoción pública o privada, distinción que tenía interés, entre otros extremos, en las limitaciones de su transmisión, como veremos.

LIMITACIONES CIVILES QUE IMPONE LA LEGISLACION DE VPO

Dada su especial finalidad y les ventajas financieras que supone su adquisición, la regulación de VPO establece una serie de limitaciones.

Naturaleza de las limitaciones.- Según PEÑA, son una modificación del contenido ordinario del derecho de propiedad que no derivan directamente de la Ley, sino de un acto administrativo de afección, como es la calificación. Hoy sin embargo, García Arango o Escolano tienden a no considerarlas como auténticas limitaciones del dominio, para las que hay reserva legal. Por ello no afectarán a la validez civil de los actos, sino que proceden sanciones administrativas.

Asimismo, las limitaciones sólo duraran el tiempo que dure la calificación, terminada la cual deberán cancelarse de oficio en el RP las afecciones que dichas limitaciones hayan producido

Limitaciones 
a) En relación AL OBJETO su superficie, calidades y diseños deberán cumplir las normas técnicas señaladas por la administración

b) En relación a los SUJETOS, ninguna persona podrá disfrutar más de una VPO salvo que se trate de un cabeza de familia numerosa y las viviendas constituyeren unidad horizontal o verticalmente

c) En relación AL USO como ya señalamos ha de destinarse a residencia habitual permanente. El incumplimiento de tal limitación y la proliferación de VPO en zonas de veraneo dieron lugar a la promulgación en 1986 de un RD que impone a los Notarios la obligación de hacer constar en todas las escrituras de c-v, adjudicación, arrendamiento o cesión de una VPO:
· que el adquirente o cesionario tiene su residencia en la localidad, acreditándolo mediante certificación municipal

· si no es residente los motivos por los que adquiere la vivienda y el compromiso de adquirir la residencia y ocupar la vivienda en el plazo de 3 meses
· por último, habrá de advertir aquellas infracciones que constituyen falta grave se sancionan con la descalificación, con la consiguiente devolución de los beneficios obtenidos

d) En cualquier caso, las limitaciones fundamentales se establecen en el ámbito de la TRANSMISION del dominio o del disfrute de las VPO
1.- En cuanto a los arrendamientos, la DA1 de LAU de 24 de noviembre de 1994 establece la nulidad de las cláusulas que establezcan una renta que exceda de los límites que se establezcan en la normativa estatal o autonómica. Asimismo, se prohíbe
· el arrendamiento de VPO con mobiliario o menaje, aunque sea en contratos independientes
· · los subarriendos y cesiones totales o parciales
2.- En cuanto a las ventas, se establece un importe máximo del precio que varía según los m2, áreas geográficas y según sean de promoción privada o pública. Cuando no se respete esta limitación:
I. Algunas STS determinaba la nulidad parcial en cuanto al exceso.
II. A partir de la S. 3 septiembre 1992 consideran que la sanción administrativa es el efecto distinto para caso de su contravención a que se refiere el art. 6.3 CC, siendo la venta completamente válida a efectos civiles, también STS 12 de diciembre de 2007. 
Esta jurisprudencia civil choca con la de la salas de lo contencioso administrativo (sentencias de 1998 y 1999) que recuerdan la obligación de devolver el sobreprecio establecido por la legislación, exigencia de carácter más bien reparador y no estrictamente sancionador. 

Recordar por último la postura de la DG, las limitaciones administrativas al derecho de propiedad son objeto de interpretación restrictiva. 
e) Por último, respecto a las SEGUNDAS TRANSMISIONES, el art.54 RD 1978 dispone que las V de promoción pública sólo podrán ser objeto de segunda o sucesivas transmisiones por acto inter vivos y siempre que hayan transcurridos 5 años desde su adquisición y se hayan satisfecho todas las cantidades aplazadas. En caso de contravención se establece un dap a favor de la entidad promotora cf 1507 Cc. 
Hasta aquí, básicamente, el sistema que arranca de la legislación de 1978; pero la legislación autonómica y los sucesivos planes han establecido para las viviendas acogidas a los mismos su propio régimen jurídico, que comprende:

· tanto el propio concepto de vivienda de protección pública (señalando sus propios requisitos de precios, calidades o superficies), 
· como sus limitaciones: 
· condiciones de los adquirentes (en la actualidad en base al IPREM, indicador público de renta de efectos múltiples); 
· derechos de adquisición preferente a favor de la administración; 
· plazos en los que se limita la transmisión, 
· plazos en los que se permite la descalificación…
Por lo tanto, es imprescindible saber respecto de cada vivienda de protección pública si se ha calificado con arreglo a la legislación estatal o autonómica y conforme a qué plan, para saber realmente su régimen jurídico.
En vigor a partir del 11-4-2013 se encuentra el RD 233/2013 de 5 de abril por el que se aprueba el Plan Estatal de fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria, y la regeneración y renovación urbana 2013-2016

Este nuevo plan a diferencia de los anteriores, propugna un cambio de modelo, potenciando el mercado del alquiler y la rehabilitación, la regeneración y la renovación urbana que pueden generar una mano de obra intensiva. Su aprobación se relaciona con otras medidas como la tramitación de la Ley de Flexibilización y Fomento del Alquiler de Viviendas y el anteproyecto de Ley de rehabilitación, regeneración y renovación urbana.
Se establece un sistema innovador de incentivos; su vigencia es la tradicional de 4 años; las ayudas se otorgarán atendiendo a la renta de las unidades de convivencia y no de los individuos, se mantiene el programa de subsidiación de préstamos convenidos; se pretende que las AAPP creen un parque público de viviendas para crear una oferta de alquiler; las ayudas salen de los estrictos límites de las viviendas para entrar en el contexto de los edificios, barrios o ciudad considerada en su conjunto, lo que modifica los posibles beneficiarios de las ayudas.

La DA3ª establece las características de las viviendas que se consideran protegidas:
· residencia habitual y permanente

· precio máximo de venta o alquiler

· superficie útil máxima de 90 m2, sin incluir una superficie útil máxima adicional de 8 m2 para trasteros y otros 25 m2 destinados a plazas de garaje.

Se establecen 8 programas:

· de subsidiación de préstamos convenidos: permite mantener las ayudas a la subsidiación de préstamos convenidos regulados en los planes estatales de vivienda anteriores
· de ayuda al alquiler de vivienda: define quién puede ser beneficiario; la gestión corresponde a las CCAA; el límite será el 40% de la renta o 2400 euros anuales y se contraerán por 12 meses renovables hasta 31-12-2016
· de fomento del parque público de vivienda de alquiler: no podrán exceder de 90 m2; pueden ser:
a) viviendas de alquiler en rotación, para unidades de convivencia con ingresos totales hasta 1,2 y 3  el IPREM y el precio máximo de alquiler será de 4,7 euros/m2
b) vivienda de alquiler protegido, para unidades de convivencia con ingresos totales entre   1,2 y 3 veces el IPREM y el precio máximo de alquiler de 6 euros/m2
· de fomento de la rehabilitación edificatoria: para edificios anteriores a 1981 y podrán ser beneficiarios las comunidades de propietarios, agrupaciones de comunidades, propietarios únicos de edificios y AAPP.
· de fomento de la regeneración y renovación urbanas
· de apoyo a la implantación del informe de evaluación de edificios
· para el fomento de ciudades sostenibles y competitivas: financia la ejecución de proyectos de especial trascendencia, referidos a un municipio y basados en líneas estratégicas temáticas
· de apoyo a la implantación y gestión del plan
Las DA 4ª y 5ª regulan las distintas posibilidades de cambio de calificación de “vivienda protegida en venta” a “vivienda protegida en alquiler”.

Las DA 6ª y 7ª tratan de la ampliación del periodo de carencia hasta 10 años y la interrupción de amortización hasta 4 años de determinados préstamos a promotores de viviendas protegidas.

La DA 12ª reduce de 3 a 1 año de amortización para aquellos adquirentes que se encuentren en situación de desempleo y soliciten una interrupción temporal del pago de las cuotas de préstamo hipotecario.
En vigor hasta 31-12-2016
Concepción Siles Martín
Jose Antonio Jiménez Rubio

diciembre 2013
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A.- Acreditar la prestación del seguro decenal que cubra daños de construcción derivados de vicios que afecten a elementos estructurales regulado en los arts. 19 y 20 LOE 





2.- Cf. Art. 7 LOE, RC DG 26 de julio de 2007, en la escritura de DONT el promotor tiene que manifestar que ha depositado el LIBRO DEL EDIFICIO ante notario (acreditándolo al notario con el acta de depósito correspondiente) y su disponibilidad para cumplir su obligación de entregar un ejemplar a los futuros usuarios. 








� 1.- Póliza acompañada del documento acreditativo de su eev


2.-Certificación de la aseguradora con las condiciones del contrato y vigencia


3.- Suplemento de eev Sº con particularidades del contrato
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